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RESOLUCIÓN 

 
En San Juan, Puerto Rico, a 3 de agosto de 2016. 

Mediante recurso de certiorari, Julio C. Sotolongo Pérez 

compareció ante nosotros por derecho propio y nos solicitó revisar 

una Orden dictada por el Tribunal de Primera Instancia, Sala 

Superior de Bayamón (foro primario, o foro recurrido), mediante la 

cual el foro primario se negó a modificar su Sentencia. 

I. 

 Por hechos ocurridos en febrero de 2010, el Ministerio Público 

presentó ocho (8) acusaciones en contra de Julio C. Sotolongo Pérez 

(el peticionario, el acusado, o Sotolongo). Tres de las acusaciones 

fueron por violaciones a la Ley de Armas de Puerto Rico (25 LPRA sec. 

455 et seq.), y cinco fueron por violaciones al Código Penal de 2004, 

Ley 149 de 2004 (2004 LPR 149). 

 Producto de una alegación preacordada, el Ministerio Público 

redujo varios de los cargos originalmente imputados, incluido el delito 

de asesinato en primer grado al amparo del Art. 106 del Código Penal 

de 2004, supra, el cual modificó a asesinato en segundo grado. 
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Además, recomendó una pena total de veintiún (21) años de 

cárcel. Sotolongo se declaró culpable bajo esos términos. 

 El 17 de noviembre de 2010, el Tribunal dictó una Sentencia en 

la cual acogió la alegación según los términos acordados entre las 

partes, e incluso adoptó la pena sugerida1. Así, condenó a Solotongo a 

cumplir dos años por cada uno de los tres delitos imputados bajo la 

Ley de Armas, a cumplirse de modo consecutivo entre sí, para un 

total de seis años. En cuanto a las cinco (5) infracciones bajo el 

Código Penal de 2004, supra, la pena más alta fue la concerniente al 

delito de asesinato que se modificó a segundo grado, con quince (15) 

años de prisión, a cumplirse de modo concurrente con las demás 

penas dictadas al amparo de las otras violaciones a esta Ley por las 

que el acusado se declaró culpable. 

En virtud de la antedicha Sentencia, las penas concurrentes del 

Código Penal de 2004, supra, se cumplirían de modo consecutivo con 

la de la Ley de Armas, supra. Es decir, que se condenó a Solotongo a 

cumplir un total de veintiún (21) años de cárcel, lo cual fue la pena 

sugerida en la alegación preacordada. 

 El 23 de abril de 2016, Solotongo presentó una Moción al 

Amparo de la Regla 192.1 de Procedimiento Criminal (34 LPRA Ap. II). 

En esencia, solicitó que se le modificara la Sentencia para que las 

penas fueran concurrentes entre sí. El 5 de mayo del mismo año2, el 

foro primario emitió la siguiente Orden: “LA SENTENCIA ES AL 

PRESENTE FINAL Y FIRME, MÁS CORRESPONDE A UNA 

ALEGACIÓN PREACORDADA”. (Mayúsculas en el original). 

 Inconforme, el peticionario acudió ante nosotros mediante 

recurso de certiorari. Nos pidió revisar la determinación recurrida y 

modificar su Sentencia. 

  

                                                 
1 La Sentencia se notificó el 26 de enero de 2011. 
2 Notificado el 12 de mayo de 2016. 
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II. 
 

Distinto al recurso de apelación, este Tribunal posee discreción 

para expedir o no un recurso de certiorari. Feliberty v. Soc. de 

Gananciales, 147 DPR 834, 837 (1999). En lo que respecta a los casos 

criminales, dicha discreción está sujeta a los criterios enumerados por 

la Regla 40 de nuestro Reglamento (4 LPRA Ap. XXII-B). Pueblo v. 

Román Feliciano, 181 DPR 679 (2011). La referida Regla nos provee los 

siguientes criterios: 

A. Si el remedio y la disposición de la decisión recurrida, 
a diferencia de sus fundamentos son contrarios a 
derecho 

B. Si la situación de hechos planteada es la más indicada 
para analizar el problema 

 

C. Si ha mediado prejuicio, parcialidad, o error craso y 

manifiesto de la apreciación de la prueba por el 
Tribunal de Primera Instancia 

 

D. Si el asunto planteado exige consideración, más 
detenida a la luz de los autos originales, por los cuales 
deberán ser elevados, o de alegatos más elaborados 

 

E. Si la etapa del procedimiento en que se presenta el 
caso es la más propicia para su consideración. 

 

F. Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 

causa no causan un fraccionamiento indebido del 
pleito y una dilación indeseable en la solución final del 

litigio 
 

G. Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 
causa evita un fracaso de la justicia. 

 
III. 

 El peticionario nos pidió revisar la Orden dictada por el foro 

recurrido, por entender que procedía modificar su Sentencia para que 

las penas se cumplan de modo concurrente. Sin embargo, no 

acompañó su escrito de documento alguno y su solicitud, por demás 

escueta, no dejó claro en qué consistía ni mucho menos en qué 

apoyaba su reclamo. 

Para entender cuál era la solicitud de Solotongo y analizar si su 

petición tenía alguna base, solicitamos al foro primario el expediente 

del caso. Una vez revisamos el expediente en cuestión, nos 
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percatamos de que la petición del presente recurso no presenta 

ninguno de los criterios que al amparo de la Regla 40 de nuestro 

Reglamento, supra, justificaría nuestra intervención. Por tal motivo, 

procede denegar su petición. 

IV. 

Por lo antes señalado, denegamos expedir el recurso de 

certiorari solicitado. 

 Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
 

 
Mildred I. Rodríguez Rivera 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones Interina 


